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Pregunta Presentada
¿Requiere el mandamiento de la Decimacuarta Enmienda Constitucional, de que ningún estado “negará a persona alguna dentro de su jurisdicción la igualdad de protección bajo la ley” que los estados y las jurisdicciones locales excluyan a menores de edad y residentes inmigrantes de la base de repartición política? 
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Interés del Amicus Curiae

El Condado de Harris, Texas, es el condado más grande de Texas con una población de aproximadamente 4.44 millones de personas, o cerca de uno de cada seis residentes del Estado de Texas.
  La población del condado supera la población de 25 estados, y es más o menos equivalente a la población combinada de los seis estados más pequeños.
  El Condado de Harris es una comunidad internacional, acogiendo a residentes de más de 110 países diferentes.
  Tiene una mayor proporción de menores y no-residentes que el estado como un todo.  Siendo así, un cambio en el modelo de representación, de una medida basada en población, a una basada en votantes elegibles—i.e., una medida que excluye a menores y residentes no-ciudadanos— tendrá como resultado una disminución en la representación del condado en la legislatura del estado, junto con una aumento acompañante en la representación de áreas con poblaciones más reducidas.  

El Condado de Harris, tal y como lo pretendieron los autores de la Constitución de los Estados Unidos en 1787 y los autores de la Decimocuarta Enmienda en 1866, considera que los menores y residentes no-ciudadanos no deberían ser ignorados al diseñar un modelo de representación. Si bien a los menores de dieciocho años de edad aún no se les permite votar, los recursos que asignamos a su educación, cuidado médico y seguridad  determinarán la estabilidad y prosperidad futuras de la comunidad.  En la medida el condado pierda representación, que sería el efecto de la teoría legal de los recurrentes, es más probable que recursos sean re-dirigidos a áreas menos pobladas. Similarmente, residentes no-ciudadanos, incluyendo inmigrantes tanto documentados como indocumentados, pagan impuestos y contribuyen a la economía. Son parte de la población que utiliza las vías de tránsito, escuelas, infraestructura y otros servicios e instalaciones proporcionados por el estado y el condado. Las reglas y las leyes adoptadas por el estado o el condado aplican a ellos al igual que a ciudadanos. El condado considera que el modelo de representación más efectivo es el que incluye a toda la población afectada y además considera que dicho modelo es conforme al entendimiento largamente aceptado del alcance de la Cláusula de Igualdad de Protección.  
Resumen del Argumento

Si bien la Recurrente,
 la Srta. Evenwel, afirma que la Cláusula de Igualdad de Protección dispone que los menores y residentes no-ciudadanos sean excluidos del modelo de representación y de la base de repartición de distritos legislativos, su afirmación no encuentra sustento en el texto de la Constitución. Bajo su modelo de representación preferido, los distritos estatales senatoriales, y presumiblemente los distritos estatales congresistas y los de gobiernos locales, serían demarcados sin considerar menores, residentes no-ciudadanos, y otros sin derecho al voto, como para basar los distritos exclusivamente en el número de sus votantes elegibles, en vez de su población. La Cláusula de Igualdad de Protección, sin embargo, aplica a “cualquier persona”, una categoría que, como lo ha sostenido esta Corte por largo tiempo, incluye menores y no-ciudadanos.
  Además, la Decimocuarta Enmienda requiere que a los ciudadanos no se les niegue los privilegios e inmunidades de la ciudadanía, a la vez que posteriormente, en la misma oración, extiende las garantías de igualdad de protección y de debido proceso a la categoría más amplia de cualquier persona. Los autores sabían que las palabras tienen significados diferentes y fueron precisos en su forma de utilizarlas.

Al no poder encontrar un fundamento textual en la Constitución para su afirmación, la Srta. Evenwel se basa en el texto de casos referentes a “una persona, un voto” de esta Corte, especialmente Reynolds v. Sims,
 el primer caso de definición de distritos legislativos decidido bajo la Cláusula de Igualdad de Protección.  Sin embargo, en Reynolds, la Corte exigió que los distritos tengan igualdad de poblaciones, no igualdad de número de votantes. El texto en Reynolds sí sugiere que podrían existir circunstancias en las cuales una repartición de distritos con base en igualdad de número de votantes o una medida similar podría ser permitida, pero ello no sustenta una conclusión de que una medida basada en igualdad de número de votantes sea requerimiento.
  De hecho, en Reynolds la Corte no pudo haber tenido la intención de que los votantes, en vez de la población, fueran utilizados como la norma para la repartición de distritos.  A mediados de 1964, que fue cuando se decidió el caso Reynolds, era bien conocido por la Corte y por el mundo entero que Alabama rutinaria, sistemática y efectivamente impedía a Afro-Americanos registrarse para votar, especialmente en los condados rurales de mayorías negras. Si, como lo sugiere la Srta. Evenwel, la Corte de Reynolds hubiese requerido una repartición de distritos basada en votantes, su mayor efecto habría sido eliminar a los Afro-Americanos del modelo de representación. No se concibe que esta Corte hubiese tomado tal paso. 

No sólo es el caso Reynolds el que no sustenta la tesis de la Srta. Evenwel, ya que los casos pos-Reynolds de esta Corte tampoco sugieren o imponen la conclusión de que la repartición de distritos con base en número de votantes sea requerimiento constitucional.  En esos casos, la Corte típicamente determinaba si un distrito estaba mal demarcado bajo la norma de “una persona, un voto”,  al comparar número de personas, no de votantes, en cada distrito, con el número de personas, no de votantes, en un distrito idealmente demarcado.  Si bien esta Corte ha aceptado una medida con base en número de votantes registrados en al menos un caso, también tuvo el cuidado de aclarar que la decisión de incluir o excluir extranjeros u otros grupos tuvo que ver con las opciones sobre la naturaleza de las representación que no le había dado razón constitucional alguna para interferir.
  Además, en ese caso, la Corte hizo ver que aceptó una representación política basada en votantes “solamente porque .  .  . se determinó que producía una distribución de legisladores que no difería sustancialmente de la que habría resultado si se hubiese utilizado una base poblacional permitida.”


Finalmente, es inconcebible que los autores de la Decimocuarta Enmienda hubiesen podido haber pensado o entendido que estaban requiriendo un modelo de representación con base en votantes, en vez de población. Cuando los autores de la Decimocuarta Enmienda estaban considerando la sección 1 de la Enmienda, que contiene la Cláusula de Igualdad de Protección, también estaban aprobando el modelo de repartición política para la Cámara de Representantes de la sección 2. El tema básico del debate de la sección 2 era si el modelo de delimitación de repartición de distritos y representación política debería ser con base en votantes o en población. El registro contemporáneo refleja que los miembros del 39º Congreso estaban bien conscientes de que un modelo con base en población incluiría mujeres, menores y no-ciudadanos como parte de la base de repartición. Sabían, por ejemplo, cuántos no-ciudadanos se incluirían en la fórmula de distribución de representantes y cuáles estados ganarían o perderían representación debido a su inclusión. El tema fue específicamente presentado en el Comité Conjunto sobre Reconstrucción,
 en el Senado y en la Cámara de Representantes.  El Comité Conjunto expresamente optó por un modelo basado en población, sobre un modelo con base en ciudadanos, por un voto de 11-3.  Tanto en la Cámara de Representantes como en el Senado, se ofrecieron alternativas de modelos con base en votantes, al modelo basado en población que había aprobado el Comité Conjunto. En cada caso, el modelo con base en votantes que por el que aboga hoy día la Srta. Evenwel fue rechazado por un margen de 4.5 a 1.  

Por esta historia sabemos que no existe teoría de representación política con base en votantes que esté consagrada en la Constitución, y también sabemos que los autores de la Decimocuarta Enmienda, quienes utilizaron el término “personas” en la sección 2 para hacer entender que la representación política se haría con base en población y no en el número de votantes, no podrían haberse imaginado, cuando utilizaron el término “cualquier persona” en la Cláusula de Igualdad de Protección en la sección 1, que podría ser interpretado como requiriendo representación política con base en votantes.  Las palabras tienen significados, y los autores de la Decimocuarta Enmienda las utilizaron cuidadosamente. La interpretación por la cual hoy aboga la Srta. Evenwel ignora tanto las palabras cuidadosamente escogidas del texto de la Decimocuarta Enmienda como el entendimiento original de lo que esas palabras significaban en términos de modelos de representación política.
Argumento
I. La afirmación de que los escaños legislativos deben ser repartidos con base en igualdad numérica de votantes elegibles o potencialmente elegibles ni se fundamenta en el texto de la Constitución ni encuentra sustento en su redacción.  


Como la Srta. Evenwel correctamente hace ver, este caso es regido por la Constitución, y más específicamente, por la Cláusula de Igualdad de Protección, que dispone que “Ningún Estado podrá .  .  . negar a cualquier persona dentro de su jurisdicción, la igualdad de protección de las leyes.”
  A partir de esa redacción, ella concluye que la garantía constitucional de igualdad en este contexto queda limitada no a “cualquier persona”, sino a votantes elegibles, de manera que los distritos senatoriales del estado de Texas – y por implicación necesaria, los distritos de representantes estatales y los distritos de gobiernos locales de un solo miembro—deben ser demarcados como para contener igualdad de número de votantes elegibles.
  Ciertamente, ella concede que una jurisdicción puede demarcar distritos que tengan igualdad de población total, que incluirían, entre otros, menores y residentes no-ciudadanos, pero solamente si la igualdad de la población total también produce igualdad de votantes elegibles.
  Bajo la teoría Evenwel, si los distritos tienen igualdad de población total, eso es una circunstancia fortuita, pero el requerimiento legal es la igualdad de número de votantes elegibles. Ese requerimiento legal supuesto, sin embargo, lejos de encontrar sustento en el texto de la Constitución, es una fabricación completa.
  

La Cláusula de Igualdad de Protección exige igualdad de trato a cualquier persona, no a cualquier votante elegible. Tampoco se limita a ciudadanos, quienes típicamente son los únicos calificados para votar.  Los autores de la Decimocuarta Enmienda prohibieron leyes estatales que negasen privilegios e inmunidades de ciudadanía a cualquiera que fuera ciudadano de los Estados Unidos, pero posteriormente en esa misma oración, cuando disponen las garantías de igualdad de protección de leyes y del debido proceso, los autores ampliaron la clase cubierta a que incluyera personas, fuesen ciudadanas o no. Entonces, cuando la Srta. Evenwel alega que la Cláusula de Igualdad de Protección requiere limitar la base de distribución y la teoría de representación política a votantes elegibles, negando a menores y a residentes no-ciudadanos consideración alguna, ese alegato no deriva del texto de la Constitución y de hecho, ni siquiera es consistente con dicho texto. La realidad es que esta Corte desde hace mucho ha reconocido que el uso del término “persona” por la Cláusula de Igualdad de Protección hace que su garantía se extienda a menores
 y a residentes no-ciudadanos
— dos grupos que, según alega la Srta. Evenwel, deben ser omitidos del modelo representacional por requerimiento constitucional de la Decimocuarta Enmienda. Su posición no puede ser cuadrada ni con el texto de la Constitución ni con la interpretación que esta Corte da al alcance de la Cláusula de Igualdad de Protección.

II. El argumento de la Srta. Evenwels está viciado en cuanto a su lógica y no encuentra sustento en los casos de “una persona, un voto” de esta Corte.
Al adolecer de sustento en el texto de la Cláusula de Igualdad de Protección o en los casos de esta Corte que interpretan que esa cláusula abarca a menores y a residentes no-ciudadanos, la Srta. Evenwel basa su argumento en los casos “una persona, un voto” de esta Corte, especialmente los primeros.
  Específicamente, ella cita a Baker v. Carr,
 Gray v. Sanders,
 y Westberry v. Sanders
 como los casos que condujeron a Reynolds v. Sims,
 el caso transcendental de “una persona, un voto” para legislaturas estatales, afirmando que “[l]a Corte no necesita mirar más allá de estas decisiones transcendentales para decidir el caso.”
   De estos casos, Reynolds es el más relevante, ya que es el único que aborda el tema de si la Cláusula de Igualdad de Protección permite distritos legislativos de tamaños disparejos.  Baker se limitaba a la cuestión de justiciabilidad y no tocaba el tema substantivo de la constitucionalidad de distritos de tamaños diferentes. Gray involucra un sistema tipo colegio electoral donde los votos para el Gobernador de Georgia fueron dados por los condados en última instancia. Westberry era un caso de distritos legislativos, pero, como desafío a los distritos congresistas, era regido por el artículo I, § 2, de la Constitución, como enmendado por la sección 2 de la Decimocuarta Enmienda, en vez de por la Cláusula de Igualdad de Protección.  Reynolds fue el primer caso en considerar si distritos legislativos de diferentes tamaños violaban la Cláusula de Igualdad de Protección y es el caso en el cual tanto la Srta. Evenwel como nosotros correctamente nos enfocamos.

A. Los tres puntos que, según la Srta. Evenwel, imponen la conclusión de que los distritos deben tener igualdad numérica de votantes en vez de igualdad numérica de población, ni tienen sustento en los casos, ni llevan a esa conclusión.

Al depender de Reynolds y sus predecesores Baker, Gray, y Westberry, la Srta. Evenwel, en el punto focal de su escrito, afirma que “[e]n conjunto, estos casos imponen la conclusión de que la ‘población’ que debe ser ecualizada para efectos de la regla ‘una persona, un voto’, es el número de votantes elegibles en el área geográfica en la cual los distritos serán demarcados.”
  En el resto de ese párrafo, la Srta. Evenwel delinea la progresión lógica de tres pasos que, según ella, imponen esa conclusión.
  Sin embargo, dicha conclusión ni es imponible, ni es lógica o razonable. 
El primer punto en su argumento es que todos estos casos dependen de la calidad de votante elegible de los demandantes, como justificación de la legitimidad procesal del Artículo III.  Ciertamente está en lo correcto al afirmar que los demandantes en cada uno de los cuatro casos eran votantes registrados. La Corte discutió su legitimación procesal como votantes porque esa fue la forma en que el caso fue presentado, y esos eran los hechos ante la Corte. Es muy probable que los abogados de los demandantes se aseguraron de que los demandantes fueran votantes registrados para poder presentar el caso más sólido posible en pro de la legitimación procesal. Sin embargo, la discusión por la Corte del estatus de los demandantes que estaban ante ella, y de los derechos que estaban haciendo valer, no exigía llegar a la conclusión de que los únicos intereses protegidos por la Constitución son aquellos de los demandantes particulares que presentaron esos cuatro casos. El tema limitado presentado en esos cuatro casos no elimina la posibilidad de que menores y no-ciudadanos también tengan derechos de representación.

El segundo paso que lleva a la conclusión de la Srta. Evenwel es que el perjuicio en esos casos fue la denegación del derecho a un voto con igualdad de peso. Si bien la Corte no discutió el derecho a un voto con igualdad de peso, ni la Corte ni la Srta. Evenwel definen cómo se debe determinar el peso de un voto. Si eso significa que cada votante en un distrito debe tener la misma habilidad de afectar el resultado de una elección que un votante en otros distritos, entonces la igualdad tendría que ser basada en la cantidad de gente que fue a votar, en vez del número de votantes registrados o potencialmente elegibles. Por ejemplo, si dos distritos tienen igual número de votantes registrados,  pero los votantes del Distrito A que fueron a votar son más del doble de los del Distrito B que fueron a votar, entonces, bajo esa teoría, los votos emitidos en el Distrito B pesarían el doble que los del Distrito A. Por otra parte, un voto con igualdad de peso podría significar que cada votante, independientemente del distrito en que resida, emita un voto por la misma cosa – en este caso, por un senador estatal que representa aproximadamente 811,000 personas o 1/31 de la población del estado.
  

El tercer paso, y la razón final que, según la Srta. Evenwel, impone la conclusión de que los votantes elegibles constituyen la medida relevante, es su entendimiento de que “en cada caso la Corte remedió esa violación constitucional exigiendo que el Estado demarcara distritos de una forma que asegurara una igualdad de poder votante.”
  Sin embargo, no es correcto que los remedios en los cuatro casos involucraron igualdad de número de votantes en vez de igualdad de número de personas.  Porque Baker tan sólo consideró el tema de la justiciabilidad, y no abordó un remedio. Gray, que tuvo que ver con la elección del gobernador de Georgia, requirió una elección a nivel estatal, lo cual necesariamente incluía toda la población y todos los votantes. De manera que es imposible concluir cualquier cosa respecto a la medida basada en población versus una medida basada en votantes.  Westberry, que fue decidido bajo el artículo I en vez de la Cláusula de Igualdad de Protección, trata del objetivo constitucional de “hacer de la igualdad de representación para números iguales de personas la meta fundamental de la Cámara de Representantes.”
  La Corte nunca dijo que los distritos deben ser demarcados como para contener igualdad de número de votantes, y dada la redacción específica de la repartición congresista basada en población, se duda que alguna vez lo haga.
Esto nos trae a Reynolds, el último de los cuatro casos que, según la Srta. Evenwel, “impone” la conclusión de que la medida es igualdad de número de votantes elegibles. Sin duda, Reynolds es por mucho el caso más relevante, ya que es el primer caso en decidir que la Cláusula de Igualdad de Protección exige un requerimiento de “una persona, un voto” para los distritos legislativos. Sin embargo Reynolds no puede ser interpretado como requiriendo que los distritos sean demarcados con igualdad de número de votantes. Primero, el texto expreso de esta Corte en el caso Reynolds fue, “[d]ecidimos que, como norma constitucional básica, la Cláusula de Igualdad de Protección requiere que los escaños en ambas cámaras de una legislatura estatal bicameral deben ser repartidos sobre una base poblacional.”
  Posteriormente en su opinión, la Corte dijo:


Al decidir que, como requisito constitucional federal, ambas cámaras de una legislatura estatal deben ser repartidas con base en población, queremos decir que la Cláusula de Igualdad de Protección exige que un Estado haga un esfuerzo honesto y de buena fe por construir distritos, en ambas cámaras de su legislatura, que tengan tanta igualdad de población como sea práctica. Estamos conscientes de que es prácticamente imposible demarcar distritos legislativos de forma tal que cada uno tenga un número idéntico de residentes, ciudadanos o votantes.

Si bien uno podría concluir de la oración final del texto citado de que la Corte reconoció que los votantes podrían ser una base de repartición permisible, el texto de la Corte no contempla la conclusión de Evenwel de que el caso impone la creación de distritos con igualdad numérica de votantes. Al listar específicamente una repartición diseñada a producir una igualdad numérica de residentes, la Corte, como mínimo, anticipó que la población total era una medida de repartición permitida.
B. La Corte Reynolds de 1964 no pudo haber tenido la intención de ordenar una repartición con base en votantes, ya que el haberlo hecho habría tenido el efecto de virtualmente eliminar a los Afro-Americanos de la fórmula de representación política.
Una indicación aún más concluyente de que la Corte Reynolds no tenía la intención de imponer una repartición con base en votantes es el hecho de que un sistema tal habría tenido el efecto de virtualmente ignorar los derechos de representación de la población Afro-Americana.  Reynolds impugnó los distintos tamaños de los distritos de los escaños congresistas y senatoriales del estado de Alabama. La opinión fue emitida el 15 de junio de 1964, en una coyuntura en que la nación estaba bien consciente de la privación de Afro-Americanos de su derecho al voto en Alabama, Misisipi, y otros estados en el Sur más recóndito de los Estados Unidos.  Si bien la Corte, como todos los americanos bien informados que seguían la cobertura noticiera extensa,
 habría conocido de los esfuerzos de Alabama por impedir que los Afro-Americanos se registraran para votar, también habría sabido de esa política a causa de por lo menos un caso que había decidido menos de dos años antes. En octubre de 1962, la Corte decidió avocarse a conocer la causa y  emitió una opinión per curiam sumaria afirmando la autoridad de jueces federales de ordenar a funcionarios de Alabama a registrar a Afro-Americanos cuyas aplicaciones habían sido denegadas.
  Ese caso involucraba al Condado de Macon, que incluía Tuskegee, y donde el 83 por ciento de la población del condado era Afro-Americana.
  Los autos reflejaban que el proceso de registrarse para votar requería una entrevista cara a cara, y que los secretarios de registro abrían la oficina para esas entrevistas muy infrecuentemente.
  A los blancos se les daba prioridad, sin importar cuándo ponían su nombre en la lista, de manera que todos los solicitantes blancos eran procesados y registrados rutinariamente, mientras que a los Afro-Americanos, en la mayoría de los casos, ni se les procesaban sus aplicaciones. De hecho, los autos reflejaban que si los secretarios de registros hubiesen procedido al ritmo de ese entonces, de permitir que sólo como dieciocho solicitantes Afro-Americanos llegaran hasta la mesa de registro en espacio de un año, tomaría más de veinte años sólo entrevistar a aquellos que estaban en la lista de espera existente.
  Y si los solicitantes Afro-Americanos hubiesen podido llegar a la mesa de aplicación, todavía les hubiese hecho falta tomar un examen escrito.  Si bien la Constitución de Alabama prohibía ayudar a cualquier solicitante,  los secretarios de registro rutinaria y reiteradamente asistían a blancos, quienes siempre eran aprobados, mientras que se abstenían de ayudar a los solicitantes Afro-Americanos, quienes eran rechazados por errores triviales, si no inexistentes.
  Los solicitantes Afro-Americanos que eran rechazados por errores en el examen escrito incluían varios con títulos universitarios y de pos-grado.
  Irónicamente, el Condado de Macon, objeto del caso Estado de Alabama v. Estados Unidos, era de los que tenían uno de los mejores historiales de registro Afro-Americano al voto dentro de los contados rurales con mayorías negras.  En ese condado, que era 83 por ciento Afro-Americano, como un tercio de los votantes registrados eran Afro-Americanos.
  En comparación, el Condado de Dallas, donde se encuentra Selma, tenía una población votante no blanca de 15,115 en 1964, pero solamente 320 votantes no blancos registrados.
  El Condado de Lowdes adyacente, con una población votante no blanca de 5,122, no tenía votantes no blancos registrados en 1964.
  El Condado de Wilcox, con una población no blanca de edad votante de 6,085, tampoco tenía un solo votante registrado que fuera Afro-Americano.
  

Si bien la Corte de Reynolds podría no haber estado familiarizada con las estadísticas de registro en cada uno de los condados de Alabama, sí estaba bien percatada de los autos de un caso que había sido presentado a ella recientemente, acerca de la privación de derecho al voto extensa de Afro-Americanos  en el Condado de Macon, Alabama.  Como cualquiera que hubiese leído los periódicos o que hubiese visto las noticias televisadas de la época, los miembros de la Corte habrían estado bien enterados de que el Condado de Macon no era aberración, y que la privación de los derechos de los Afro-Americanos en Alabama, particularmente en las áreas rurales con mayorías negras, era sistemática y extremadamente efectiva. Es sencillamente inconcebible que la Corte hubiese ordenado un sistema de representación política con base en votantes que habría tenido el efecto de dejar a los Afro-Americanos ya privados de derechos, fuera de la fórmula de representación política.
C. Las decisiones de repartición política de esta Corte, posteriores a Reynolds, no imponen, ni tan siquiera sugieren, que la demarcación de distritos con base en votantes, en vez de población,  sea lo requerido.  

La decisión en Reynolds requiere solamente que “un Estado haga un esfuerzo honesto y de buena fe por construir distritos, en ambas cámaras de su legislatura, que tengan tanta igualdad de población como sea práctica.”
 A tales efectos, tanto en Reynolds como en las decisiones de repartición política que la siguieron, esta Corte analizó igualdad sustancial – y por lo tanto, suficiencia constitucional – de distritos demarcados sobre la base de población total, sin análisis acompañante de población votante.
  Al determinar lo adecuado de una repartición política particular, la Corte desde hace mucho ha medido desviaciones de los distritos resultantes, de lo que sería un distrito numéricamente ideal.
 La Corte arribó al distrito de tamaño ideal dividiendo la población total, no el número de votantes, entre el número de distritos.  Entonces, en aquellas situaciones en que la Corte determinó que una repartición política particular violaba la Cláusula de Igualdad de Protección, generalmente llegó a esa determinación cuando el esquema resultaba en desviaciones significativas del distrito de tamaño ideal determinado por población total, no por votantes elegibles. 

Por ejemplo, poco después de Reynolds, esta Corte decidió el caso Swann v. Adams, en el cual la Corte evaluó lo adecuado de la demarcación de distritos legislativos estatales en términos de población total por funcionario elegido y determinó que había una demarcación política inapropiada sobre esa base, en vez de una base de población de votantes.
 Similarmente, en Avery v. Condado de Midland, la Corte consideró si los cuatro distritos de comisionados de condado, con poblaciones totales de 67,906, 852, 414, y 828, respectivamente, violaban la Decimocuarta Enmienda.
 Avery decidió que sí la violaban, y no sugirió en lo absoluto que los distritos necesitaban ser re-demarcados con base en votantes elegibles.
 En lugar de ello, Avery simplemente ordenó que los escaños de comisionados del condado no fueran repartidos entre distritos de un solo miembro de poblaciones sustancialmente desiguales.
  

En una leve variación, Hadley v. Distrito de Universidad Comunitaria, Zona Metropolitana de la Ciudad de Kansas, Missouri, abordó un sistema electoral para los administradores de universidad comunitaria en que los distritos estaban demarcados con base en “enumeración escolar”,  lo cual se define como el número de personas entre las edades de 6 y 20 años, que residen en el distrito.
 Este sistema es el antítesis de un sistema de “igualdad de votantes” ya que distribuye administradores con base en el número de un subconjunto específico de la población, la mayoría de la cual no puede votar. Llama especialmente la atención, sin embargo, que Hadley no objetó al uso de enumeración escolar como una base poblacional de repartición. 
  En lugar de ello, la Corte determinó que la fórmula de repartición bajo la ley estatal era inconstitucional porque no repartía administradores en proporciones iguales a la enumeración escolar en los distritos más poblados, y por lo tanto contenía un “sesgo intrínseco”.
 

Estos ejemplos son emblemáticos del uso de población total por la Corte para medir el cumplimiento con los principios enunciados en Reynolds. Entonces, si bien esta Corte renuentemente ha aceptado otras medidas, como el número de votantes registrados, cuando es similar al número de la población, ni Reynolds ni sus sucesores sustentan la conclusión de que la demarcación política de Texas, con base en población total, es inconstitucional.
 En lugar de ello, como esta Corte lo ha explicado, la decisión de incluir o no “extranjeros, transitorios, residentes de corto plazo o temporales, o personas descalificadas de votar por condenas por crímenes” en la base de repartición política es una cuestión política que involucra la naturaleza de la representación, y por lo tanto está reservada a los estados.
  Siendo así, la conclusión de Evenwel, de que ya sea Reynolds o los casos que aplican esa decisión,  exigen una ecualización de poblaciones de votantes, carece de fundamento, según esos precedentes.   

III. El entendimiento original de la Cláusula de Igualdad de Protección no se extendía a repartición política con base en votantes.
A. Los autores de la Decimocuarta Enmienda no consideraban que la repartición política con base en votantes fuera ni principio constitucional ni la norma establecida para determinar representación.
Al mismo tiempo que el 39º Congreso estaba redactando la Cláusula de Igualdad de Protección, también estaba aprobando una norma de repartición política que se basaba en población total, que incluía menores y no-ciudadanos en la base de repartición política para escaños del congreso.  Tanto la Cláusula de Igualdad de Protección, que se encuentra en la sección 1 de la Decimocuarta Enmienda, y la fórmula de repartición política de la sección 2 fueron presentadas a los estados y aprobadas por ellos como parte de la Decimocuarta Enmienda propuesta. 

Si bien la Srta. Evenwel descarta la relevancia de la adopción por los autores de un modelo de repartición de escaños congresistas que incluye menores de edad y residentes no-ciudadanos como la “susodicha analogía federal”, ella no acaba de acertar.  Este amicus no sugiere que la sección 2 de la Decimocuarta Enmienda aplica a distritos legislativos estatales ya sea directamente o por analogía al sistema federal. Lo que sí sugiere es que la consideración y adopción de la sección 2 establece (1) que no existe principio de repartición política con base en votantes consagrado en la Constitución, y (2) no se puede legítimamente sugerir que los autores de la Cláusula de Igualdad de Protección en la sección 1 de la Decimocuarta Enmienda tuviesen entendimiento alguno de que al hacerlo, estaban imponiendo un sistema de representación con base en votantes o votantes potencialmente elegibles, en vez de con base en población, ya que ellos, al mismo tiempo y utilizando el mismo lenguaje – o sea, definiendo la clase cubierta con el uso del término “personas” — habían adoptado un sistema con base en población total como la medida de repartición política y habían expresamente rechazado una medida basada en votantes potencialmente elegibles.  La sección 2, por sus términos, no ordena a los estados adoptar una medida de población total como la norma de demarcación para los distritos legislativos estatales, pero sí da a entender convincentemente que los autores no tenían entendimiento o intención alguna de que los votantes o votantes potencialmente elegibles serían la medida requerida. 

1. La sección 2 de la Decimocuarta Enmienda fue redactada en el contexto de un movimiento en el poder político a consecuencia del fin de la Guerra Civil y la emancipación de los esclavos, así como las variaciones en las proporciones de votantes a poblaciones entre los estados leales.

La Decimocuarta Enmienda, que fue redactada por el Congreso y aprobada para su sometimiento a los estados en 1866, incluía una colección de medidas que lidiaban con la situación después de la Guerra Civil y el reingreso de los estados separados. Como finalmente quedó aprobada, se había convertido en una medida que establecía la ciudadanía de los esclavos recién emancipados, proporcionándoles protección federal; re-elaboró la fórmula de repartición política para la Cámara de Representantes a la luz de la cláusula de tres quintos en el artículo 1, sección 2, que había quedado sin efecto; definió los derechos políticos de los antiguos Confederados; y repudió la deuda Confederada. Al momento de introducirse las propuestas que eventualmente se convertirían en la Decimocuarta Enmienda, la Decimotercera Enmienda que liberó a los esclavos ya había sido ratificada y era parte de la Constitución, pero la consideración y ratificación de la Decimoquinta Enmienda dotando de derechos a los antiguos esclavos no se daría sino tres – cuatro años más tarde.  

Entonces, cuando la Decimocuarta Enmienda fue redactada y ratificada, los esclavos habían sido liberados pero no dotados del derecho al voto, y parecía haber poca probabilidad a corto plazo de que los estados antiguamente Confederados dotasen de derechos a los emancipados. Bajo la fórmula de repartición política del artículo I, sección 2 de la Constitución, el número de escaños congresistas asignados a los antiguos estados esclavistas aumentaría debido a los esclavos recientemente emancipados, que sumaban aproximadamente cuatro millones,
 en adelante serían contados como personas enteras, en vez de como tres quintos de persona.  Como resultado de ello, al ser re-admitidos al Congreso los representantes de los estados separatistas, los estados leales, que fueron los victoriosos en la Guerra Civil sangrienta y costosa, verían su poder político quedar disminuido, mientras que el poder político de los estados sureños derrotados en la Cámara de Representantes quedaría aumentado. Esto era aceptable para los Republicanos ascendientes, que en ese entonces tenían mayorías fuertes en el Congreso, pero solamente si los esclavos liberados podían votar. Ese resultado reflejaría la meta de su política de  asegurar que los esclavos liberados tuvieran igualdad legal y política con los blancos, y daría a los Republicanos una oportunidad de alcanzar ganancias electorales en el sur, ya que anticipaban que los esclavos recientemente emancipados votarían por el partido asociado con la emancipación.
  Entonces, uno de los factores que impulsaron la última forma que cobrara la sección 2 era la necesidad de vincular la representación de los estados sureños al otorgamiento del derecho al voto a los emancipados.

El otro tema mayor que afectaba la forma que a final de cuentas cobraría la fórmula de repartición política era el efecto que las fórmulas basadas en votantes y las fórmulas basadas en población tendrían sobre las diferentes secciones del país. In particular, una mudanza de un sistema de repartición política basado en población total – como incluido en la Constitución de 1787, menos, desde luego, la representación fraccional de los esclavos — a una norma basada en votantes, habría reducido la representación de Nueva Inglaterra a expensas de los estados occidentales.
  El encontrar una formulación que abordaba ambos de estos temas – tanto política como seccional – llevó a la versión final de la sección 2.  

2. A la Cámara Baja se le presentaron opciones de repartición política tanto con base en votantes como con base en población. 

Las propuestas para enmendar la Constitución para lidiar con la cláusula ya obsoleta de los tres quintos fueron introducidas tan pronto como el segundo y el tercer día del 39º Congreso.
  Ambas propuestas utilizaban votantes, no población, como la base de repartición política. Esa formulación sencilla lograba la meta primaria de la mayoría Republicana, ya que otorgaba representación adicional al Sur como resultado de contar a los antiguos esclavos, pero lo hacía solamente si a los esclavos emancipados se les daba el derecho al voto.  Sin embargo, como un mes más tarde, el congresista de Maine, el Sr. James Blaine habló para urgir que se utilizara la población, en vez de los votantes, como la base de repartición política. Si bien reconocía y concurría con las razones para utilizar a los votantes como base de repartición política—i.e., “privar a los antiguos Estados rebeldes de la ventaja injusta de una representación mayor en la Cámara Baja, debido a su población negra, mientras a esa población le sean negados sus derechos políticos por la legislación de esos Estados”—él creía que las desventajas, o, como él las llamaba, los “males” de utilizar votantes como la medida, perdurarían mucho después de haberse alcanzado la meta de dar el derecho al voto a los antiguos esclavos.
  Afirmó que “la población era la verdadera base de representación; puesto que las mujeres, menores de edad, y otras clases no votantes podrían tener un interés tan vital en la legislación del país, como aquellos que efectivamente depositan el voto.”
  También hizo ver que “[l]a proporción de votantes a población varía significativamente en diferentes secciones, variando en los [diecinueve Estados libres] desde un mínimo de diecinueve por ciento hasta un máximo de cincuenta y ocho por ciento.”
  Esto resultaría en una caída en el nivel existente de representación de los estados si tienen una baja proporción de votantes a población, mientras que los estados con proporción alta ganarían escaños congresistas.
  El utilizar la medida de población retomaba la norma utilizada en la versión original de la Constitución, menos la ahora obsoleta cláusula de tres quintos. Para alcanzar la meta de denegar un aumento en la representación de los antiguos estados esclavistas mientras nieguen el derecho al voto a los esclavos emancipados, Blaine propuso sustraer de la base de repartición política el número de personas a quienes se les negase los derechos o privilegios políticos por razones de raza o color.
  En otras palabras, si los estados sureños negaban a los esclavos emancipados el derecho al voto, perderían escaños congresistas.
(a) El Comité Conjunto rechazó las opciones basadas en votantes y recomendó la adopción del modelo basado en población.
Siendo así, con la propuesta del 8 de enero de Blaine, el tema se definió entre dos medidas de repartición política: votantes o pueblo. El tema fue considerado el día siguiente por el Comité Conjunto sobre Reconstrucción, un comité de nueve representantes y seis senadores encargados de considerar asuntos relacionados con la reconstrucción y la admisión de los senadores y representantes de los estados de la antigua confederación. Lo primero en la agenda del comité, aparte de organizar los asuntos, fue la consideración de una propuesta de enmienda constitucional sometida por el representante de Pensilvania, Thaddeus Stevens, que habría basado la repartición política en el número de votantes legales en cada estado.
  Cuatro miembros del comité ofrecieron alternativas a la medida con base en votantes de Stevens. Dos de las alternativas utilizaban una medida de población, mientras que los otros dos demarcaban los distritos con base en ciudadanos.
  Ante cinco formulaciones en competencia, con bases que variaban entre votantes, ciudadanos o población, el comité hizo un voto de prueba respecto al tema de si la repartición política debía basarse en el número de votantes. Por voto de 6-8, la repartición política con base en votantes fue rechazada, y el comité refirió el tema de la repartición política al subcomité.
  

El subcomité dio al comité dos alternativas, ambas basando la representación política en el número de ciudadanos. El comité escogió una de las dos con la cual trabajar, y el Rep. Conkling de Nueva York peticionó substituir con “personas en cada Estado, excluyendo Indios no gravados”, la referencia a ciudadanos. La enmienda de Conkling, disponiendo que la representación política se basara en la población, en vez de los ciudadanos, fue adoptada por voto de 11-3, y posteriormente la versión enmendada fue aprobada por voto de 13-1, para ser recomendada a ambas cámaras del Congreso. Entonces el comité, por medio de votos formales, rechazó la repartición política con base en votantes, rechazó la repartición política con base en ciudadanos, y aprobó la repartición política con base en población, para ser recomendada a la Cámara de Representantes y al Senado. Es importante hacer ver que en esta época,  por aproximadamente tres meses más, la enmienda constitucional propuesta quedaría limitada a repartición de escaños congresistas—lo que hoy día se encuentra en la sección 2 de la Decimocuarta Enmienda.  El cuerpo íntegro de lo que hoy día es la Decimocuarta Enmienda no emergió sino hasta más tarde en el proceso.

(b) La Cámara Baja debatió los méritos de ambos modelos de repartición política y rechazó el modelo basado en votantes, aprobando el modelo basado en población.  

El Rep. Stevens reportó el proyecto del comité al pleno de la Cámara Baja, y a continuación se suscitó un debate extenso.
  El debate incluía tablas y discusiones mostrando cómo estados individuales ganarían o perderían representación con cada una de las diferentes propuestas.
  El Rep. Conkling argumentó que los sistemas basados en votantes o en ciudadanos masculinos mayores de la edad de 18 años excluirían a cuatro quintos de la población—o sea, mujeres y menores de edad—de tener representación aún cuando habían sido parte de la fórmula de repartición política desde que la Constitución fue adoptada.
  También hizo ver que “el número de extranjeros en algunos Estados es muy grande, y sigue creciendo” y “varios de los Estados más grandes ostentan la representación que tienen gracias a sus extranjeros.”
  Por otra parte, el Rep. Lawrence, de Ohio, un proponente de repartición política con base en votantes alegó que la propuesta del comité perpetúa un “mal político” al dar representación a mujeres, menores de edad y extranjeros no naturalizados, todos declarados por las leyes del Estado como siendo depositarios de poder político inseguros o innecesarios.”
  

Parte del debate versó sobre la repartición de impuestos, así como la repartición de escaños congresistas, ya que la Constitución de 1787, y la enmienda propuesta también, incluían tanto escaños congresistas como impuestos directos en la misma cláusula, y los repartía de la misma forma. Durante la semana del debate en la Cámara Baja, la propuesta fue referida de regreso al comité. Debido a que la exacción de impuestos directos se había dado infrecuentemente, el comité eliminó esa referencia, lo cual resultó en que el único tema que finalmente fue presentado a la Cámara fue el de repartición de escaños congresistas.
  El 31 de enero, la Cámara baja votó sobre una alternativa al modelo basado en población recomendado por el comité. La alternativa habría repartido escaños “conforme al número de ciudadanos masculinos de los Estados Unidos mayores de veintiún años de edad, con las calificaciones exigidas a los electores de la rama más numerosa de la Legislatura Estatal”— o sea — un modelo basado en votantes.
  La alternativa fue derrotada por voto de 29-131, y el modelo basado en población propuesto por el comité fue adoptado por 120-46.
 Fue así como la Cámara Baja expresamente rechazó la repartición basada en votantes y aprobó la repartición basada en población, por márgenes contundentes en ambos casos.

3. El Senado no pudo alcanzar la mayoría de dos tercios.


La resolución conjunta fue debatida intermitentemente en el Senado como por un mes. A principios del debate, el Senador William Fessenden, de Maine, el patrocinador en el Senado, y el Senador presidente del Comité Conjunto explicaron la objeción a la repartición con base en votantes en vez de población. Sostuvo que el “principio de la Constitución, en cuanto a representación, es que sea basado en población.” 
  Si bien el derecho al voto estaba limitado en esa época a hombres mayores de veintiún años de edad, la representación fue extendida a personas de todas las edades, tanto masculinas como femeninas.
  Hizo énfasis en la inequidad que resulta de la distribución dispar de votantes entre los estados, e hizo ver que la gran cantidad de extranjeros en los estados del litoral del Pacífico serían privados de representación si la repartición política estuviese basada en votantes, en vez de población.
  Más tarde en el debate, el Sen. Wilson de Massachusetts, partidario de la resolución, hizo ver cómo habían 3,856,628 personas no naturalizadas nacidas en el extranjero en los estados leales, y tan sólo 233,651 en los estados rebeldes, de manera que cambiar la base de repartición política a votantes o ciudadanos costaría escaños en la Cámara de Representantes a los estados de Massachusetts, Nueva York, Pensilvania y Ohio, entre otros.
  El impacto de las distintas opciones fue presentado claramente, y los senadores sabían que un modelo poblacional incluiría no-ciudadanos, mujeres y menores de edad y que su inclusión o exclusión tendría efectos distintos de estado a estado.  


Sin embargo, cuando el asunto fue sometido a voto en el Senado por primera vez, el tema del modelo de repartición política no era el tema prioritario. El Senador Charles Sumner de Massachusetts y sus seguidores se oponían a la propuesta porque querían que garantizara derechos civiles y políticos—i.e.,—sufragio—a los emancipados.
  Sumner, el líder de un grupo determinado de cómo siete senadores, estaba decidido a no votar por la enmienda constitucional propuesta a menos que extendiera el voto a los emancipados.
  No obstante, no había una mayoría en 1866 para que, por acción del Congreso, el voto fuera otorgado a los emancipados.
  Así las cosas, los proponentes de la enmienda enfrentaron oposición de los que creían que la medida era demasiada severa para el sur y también de aquellos, liderados por el Senador Sumner, que sentían que no era lo suficientemente severa.
  El resultado fue que no hubo una mayoría de dos tercios en esa época.
  Después de que el voto sobre la medida recibiera una mayoría, pero menos de dos tercios, el asunto regresó al Comité Conjunto, donde permaneció por aproximadamente dos meses. 

4. Una enmienda constitucional más amplia surgió del Comité Conjunto, pero el requerimiento de repartición política con base en población se mantuvo intacto.


El 28 de abril de 1866, el Comité Conjunto presentó una versión nueva y ampliada de la Decimocuarta Enmienda propuesta.  Lo que originalmente había sido limitado al tema de la repartición política (que en su esencia es lo que hoy se encuentra en la sección 2 de la Decimocuarta Enmienda) ahora era una medida mucha más amplia, compuesta de cinco secciones, incluyendo las Cláusulas de Debido Proceso e Igualdad de Protección, disposiciones para temporalmente quitarle el derecho al voto a personas que voluntariamente participaron en la insurrección reciente, una prohibición contra el pago de la deuda Confederada, una sección dando al Congreso el poder de hacer valer la Enmienda. Hubo una manipulación con la redacción relacionada con el no conteo de emancipados en la fórmula de repartición política si los estados sureños les negaban el voto por motivo de su raza o color, pero la redacción disponiendo la repartición política con base en población, en lugar de votantes, no cambió. 

La Cámara Baja debatió la propuesta modificada, y como podía esperarse, la discusión se centró en las disposiciones nuevas y no en la fórmula de repartición política, que ya había sido discutida anteriormente. La Cámara Baja pasó la medida por voto de 128-37 el 10 de mayo, y envió la propuesta al Senado.

5. El Senado, como ya antes lo había hecho la Cámara Baja, rechazó abrumadoramente la repartición política con base en votantes, y adoptó un sistema con base en población.


A diferencia de la Cámara Baja, el Senado aún no había efectuado un voto directo sobre si la repartición política debía hacerse con base en una medida de la población o de los votantes. Durante el debate, los senadores, tanto los que apoyaban como los que no apoyaban resolución, dejaron bien sentado que un modelo basado en población contaría a las mujeres, a los menores y a los extranjeros en la base de repartición política, aún cuando no tuvieran derecho al voto.
  Discutieron el número de no-ciudadanos que quedarían fuera de la base de repartición política si se utilizaba un modelo con base en votantes.
  Los senadores también escucharon cómo los diferentes estados ganarían o perderían representación, dependiendo de si se usaba un modelo basado en población o uno basado en votantes.
  En resumidas cuentas, los senadores estaban bien conscientes de que el modelo basado en población incluía, entre otros, mujeres no votantes, menores de edad y extranjeros, dentro de la base de repartición política.

El Sen. Doolittle de Wisconsin ofreció dos propuestas de redacción substituta que reemplazaría la medida basada en población del Comité Conjunto con uno basado en votantes.
  Ambas fueron rechazadas con votos de 7-31.
  La resolución conjunta proponiendo la enmienda entonces fue pasada por el Senado, el 8 de junio, con voto de 33-11,
 con la Cámara Baja concurriendo con las enmiendas del Senado el 13 de junio por voto de 120 a 32,
 y la enmienda propuesta fue sometida a los estados.

B. La historia de la consideración de la Decimocuarta Enmienda revela que los autores estaban bien conscientes de los efectos de los sistemas de repartición política basados tanto en votantes como en población, y que expresa y abrumadoramente rechazaron la medida basada en votantes a favor de la repartición política basada en población.

La importancia de la historia legislativa de la promulgación de la Decimocuarta Enmienda no es para sugerir que los comentarios de algún representante o senador nos dio conocimiento especial de cómo interpretarla.  En lugar de ello, nos enseña lo que estaba frente a los miembros del Congreso cuando votaron y deja bien sentado que entendían la diferencia entre modelos basados en votantes y en población. Ellos sabían que si adoptaban un modelo basado en población, que mujeres, menores de edad y residentes extranjeros no naturalizados serían contados. Y ellos sabían el impacto que tendría sobre su estado y sobre todos los demás. La historia de los intentos de los autores de substituir una palabra o frase por otra revela el grado de consciencia de que las palabras tienen significado y que las palabras que adoptaron para el texto final fueron escogidas cuidadosamente. Los autores sabían que “ciudadanos” definían una clase más angosta que “persona” y que las frases diseñadas para incluir votantes elegibles (v.gr., “ciudadanos masculinos de los Estados Unidos de más de veintiún años de edad”) eran aún más angostas.  Optaron por escribir la sección 2 como lo hicieron porque sabían que al escoger la palabra “personas” estaban exigiendo un sistema de representación basado en población en vez de votantes.  

Un examen del proceso legislativo revela que el tema de si se adoptaba o no un sistema con base en votantes o un sistema con base en población fue claramente presentado en el Comité Conjunto, en la Cámara Baja y en el Senado. El sistema basado en votantes fue rechazado en el Comité Conjunto con un voto de 6-8, que fue el único voto en el proceso que fue así de estrecho.  El Comité después consideró un modelo con base en ciudadanos, que habría excluido extranjeros, pero votó en vez por substituirlo por un modelo basado en población con voto de 11-3.  En la Cámara Baja, la alternativa para reemplazar el modelo basado en población con un modelo basado en votantes fracasó 29-131, y en el Senado fracasó con un voto de 7-31—en ambos casos, el margen fue de aproximadamente 4.5 a 1.  El modelo basado en votantes fue directa, repetida y abrumadoramente rechazado.

Al ver la redacción clara de la Decimocuarta Enmienda, así como la historia de su promulgación, simplemente no existe disposición en la Constitución a favor de repartición política con base en votantes. El único lugar en que la repartición política se aborda aplica a la repartición política de escaños congresistas y dispone la repartición de escaños con base en población. No existe disposición en el texto a favor de una repartición política con base en votantes, que, según la Srta. Evenwel, es mandamiento constitucional.  Además, cuando los autores de la sección 2 de la Decimocuarta Enmienda quisieron imponer un sistema de repartición política con base en población, entendiendo que incluía menores y no-ciudadanos, y otros también (v.gr., mujeres, que en esa época no podían votar), redactaron la disposición para que dijera que “el número entero de personas” sería contado. Es difícil entender la afirmación de la Srta. Evenwel de que en la sección 1—de hecho, en la oración inmediatamente anterior de la Decimocuarta Enmienda—esos mismos autores utilizaron la frase “cualquier persona” en la Cláusula de Igualdad de Protección de forma que significara sólo ciertas personas, y específicamente, para exigir que menores de edad y residentes no-ciudadanos fueran excluidos de las protecciones de la sección 1. De hecho, esta Corte ya ha examinado el texto de la sección 2 de la Decimocuarta Enmienda en busca de certeza acerca de lo que quisieron decir los autores en la Cláusula de Igualdad de Protección de la sección 1.
  Aquí, al usar la misma palabra —i.e. persona—en ambas secciones, es razonable concluir que ellos entendían que esa palabra tendería el mismo significado en la sección 1, que el que tenía en la sección 2.  

Ni el texto de la Decimocuarta Enmienda ni el entendimiento original de la redacción utilizada sustentan la afirmación de la Srta. Evenwel.

Conclusión


Esta Corte debería afirmar la decisión de la corte distrital.
Respetuosamente sometido,
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